Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, pasamos a considerar los asuntos que figuran tercer y cuarto 
término del orden del día que, en realidad, se relacionan con un mismo tema, aunque se trata de dos 
proyecto de ley diferentes. Por un lado, está la Carpeta N* 272/2005, “Locales comerciales, industriales 
y similares, centros de enseñanza y de asistencia médica y organismos públicos ocupados por 
personas vinculadas o no a los mismos. Se dispondrá el ingreso de la fuerza pública”, que es un 
proyecto de ley con exposición de motivos del señor Senador Sanguinetti y, por otro lado, tenemos la 
Carpeta N* 286/2005, “Locales comerciales, industriales o similares ocupados por empleados, obreros 
o cualquier otra persona. Se determinan medidas para su desocupación”, proyecto de ley con 
exposición de motivos de los señores Senadores Antía y Gallinal. 


Como verá el señor Senador Sanguinetti, durante su ausencia se hizo lugar a su pedido de 
incluir este tema en el orden del día. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: todos recordamos que este tema se planteó a raíz de la 
derogación del decreto que regulaba esta situación anteriormente. 


Precisamente, tiempo atrás, el entonces Ministro Díaz señaló el argumento -que fuera 
compartido en este ámbito- de que, tratándose de una materia de regulación de derechos 
fundamentales, debía ser objeto de una ley y no de un decreto, y fue precisamente en ese argumento 
que él fundamentó su decisión de derogar el decreto. 


Esta era, formalmente, una posición sólida; sin embargo, desde el punto de vista de la 
realidad social, generó ocupaciones, debates y muchas idas y venidas. 


En aquel entonces presentamos una iniciativa que, sin entrar en mayores complicaciones, 
prácticamente reproducía el viejo texto del decreto. Es decir, tratamos de resolver el tema de la 
constitucionalidad del decreto dándole fuerza legal a la norma que, hasta aquel momento, se había 
usado de un modo que llamaría pacífico, o sea, sin exceso, como una garantía a los derechos de la 
libertad del trabajo y de la propiedad. 


Luego el tema adquirió otras dimensiones. El Poder Ejecutivo se sintió obligado a legislar al 
respecto y envió un proyecto de ley que generó muchas discusiones y que, a su vez, terminó en otro 
decreto. 


Quiere decir que hoy volvemos a tener la situación regulada por decreto y no por ley. 
Evidentemente, esto nos retrotrae a la situación original planteada por el anterior Ministro del Interior, 
por lo que esta materia debería ser resuelta por la legislación. 


Me parece que, a esta altura, la garantía de todos es que legislemos sobre el tema. La 
situación es delicada, tanto para el Gobierno, como para los titulares de establecimientos -ya se trate 
de establecimientos de enseñanza como de tipo comercial e industrial-, y también lo es para la Justicia, 
porque debe actuar en un terreno resbaladizo, donde las normas no son claras y donde, por un lado, 
tenemos el derecho de propiedad, por otro el derecho de huelga y, más allá, el derecho al trabajo; 
derechos todos que terminan colidiendo en muchas circunstancias. 


Consideramos que la ley es el único marco interpretativo adecuado para establecer los 
mecanismos y carriles por los que debe encaminarse esa situación, así como también la acción del 
Poder Ejecutivo -como poder administrador, responsable del orden público- o, eventuamente, del poder 
jurisdiccional en su caso. Verdaderamente, creemos que, más allá de un texto u otro, este tema 
requiere una solución de tipo legislativo. Hoy estamos ante un decreto un poco más complejo de lo que 
eran las normas con las cuales manejamos hasta ahora el tema, pero la realidad es que no hay certeza 
jurídica para nadie. Más de una vez hay actuaciones de los jueces con criterios dispares, lo que diría 
que no es ilógico ni insólito sino explicable, porque son colisiones de derecho en las cuales puede 
predominar uno u otro según las circunstancias. 


Entonces, me parece que deberíamos abocarnos al tema y plantearnos, como primer punto, si 
creemos que debe legislarse o no. En ese sentido, me declaro francamente partidario de ello, más allá 
de los textos o circunstancias en las cuales podamos coincidir para regularlo. No es bueno que 
habiendo derogado en su momento un decreto por carecer de la fuerza constitucional para regular la 
materia, hoy estemos regulados por otro -no interesa si mejor o peor- de la misma naturaleza que el 
anterior. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑORA PERCOVICH.- Los legisladores de la Bancada de Gobierno hemos estudiado los dos 
proyectos y compartimos el argumento presentado por el señor Senador Sanguinetti, en cuanto a que 
se necesita una norma legal al respecto; estuvimos de acuerdo con el ex Ministro Díaz y lo estamos 
ahora. Por lo tanto, como Senadores integrantes de esta Comisión, hemos insistido ante el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social en la elaboración de una norma. Esa Cartera está trabajando en ello, en 
un sentido integral de convenios colectivos que incluyen normas con relación a las ocupaciones. Como 
hay legisladores que no tienen esta información, me parece que es de orden que se invite al Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social para que informe en qué estado se encuentra el proceso de elaboración 
que se está discutiendo con los distintos actores implicados en el tema y así saber en qué tiempo el 
Poder Ejecutivo nos enviará un cuerpo normativo que cubra la preocupación que tenemos todos los 
Senadores. Repito que compartimos tanto la iniciativa del señor Senador Galllinal como la del señor 
Senador Sanguinetti. 


Por lo tanto, nuestra propuesta es que lo más rápido posible se curse esta invitación a los 
efectos de vislumbrar en el horizonte un plazo y ver si tenemos que tomar la iniciativa de una 
legislación, o si por parte del Poder Ejecutivo se está concretando una más integral que incluya estos 
aspectos que nos preocupan a todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestro proyecto busca establecer un instrumento de carácter legal que 
permita resolver un problema que se ha planteado en nuestra sociedad con mayor intensidad en el 
transcurso de los últimos dos años. A diferencia del proyecto que presentó el señor Senador 
Sanguinetti, entendemos con el otro Senador firmante de este proyecto que es el Poder Judicial el que 
debe entender en esta materia, más concretamente la justicia laboral, estableciendo un procedimiento 
sumario, como es el de la vía de amparo para su resolución. De todas maneras, creo que a nuestro 
proyecto le falta determinar más claramente en qué situaciones corresponde actuar, y no dejar librado 
a la justicia laboral el criterio de cuándo corresponde desocupar y cuándo no. 


Obviamente, supongo que lo hacemos con el mismo espíritu con que lo hace el señor 
Senador Sanguinetti y la misma intención que nos revela la señora Senadora Percovich en nombre del 
Gobierno. Creo que en este momento tenemos una situación de inestabilidad, de inseguridad, de falta 
de certeza, que está conspirando especialmente contra los propios trabajadores, contra los que ocupan 
y contra los que no ocupan. Está conspirando contra la inversión y contra el mercado laboral y, en 
algunos casos, ha quedado en tela de juicio el mismo derecho de propiedad, en situaciones que se 
vienen desarrollando desde hace mucho tiempo y que no han tenido ninguna solución. 


Creo que la Comisión va a hacer lugar a la convocatoria del señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, pero hace mucho tiempo que tendría que haber venido él mismo a la Comisión a 
traernos una norma para solucionar este problema. Además, el propio Ministro señaló en alguna 
oportunidad que discrepaba con la resolución que tomó el ex Ministro Díaz derogando el decreto en 
función del cual había un instrumento para resolver la situación; que ese no era el instrumento 
adecuado o que no es por medio de un decreto sino de una ley, estamos todos de acuerdo; pero ahora 
nos encontramos enfrentados a una situación verdaderamente complicada, y bienvenido sea si el 
Ministro está elaborando una norma de estas características. 


Me parece que incorporarla en una ley más amplia de convenios colectivos, probablemente 
complique más el tema. Ya conocemos las enormes diferencias que se plantearon en las 
negociaciones de temas específicos, desarrolladas fuera de este ámbito con el propósito de encontrar 
solución a estos problemas. Imagínense lo que va a suceder si esto viene dentro de una gran ley de 


convenios colectivos. Por sobre todas las cosas, no sé si estaremos cumpliendo con los plazos que 
deberíamos establecernos y que ya están vencidos. 


El problema hoy está claramente planteado en nuestra sociedad y está generando 
dificultades, reitero, no solamente a los inversores y a los empresarios, sino también a los propios 
trabajadores. Conspira contra las posibilidades de inversión en un momento en que el Uruguay está 
particularmente interesado en que ésta crezca y se desarrolle. 


No sé qué idea tienen los señores Senadores en materia de plazos y si manejan la posibilidad 
de convocar al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social para una próxima sesión. A mi juicio, 
cuanto antes sería mejor. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: a los efectos de aportar a esta Comisión algunos elementos 
para la reflexión -que, me parece, puede servirnos a todos-, creo en primer lugar que la preocupación 
que expresan los señores Senadores autores de los respectivos proyectos a estudio, así como la 
propia Bancada oficialista a través de las expresiones de la señora Senadora Percovich, han sido 
coincidentes con respecto a la inquietud que a todos nos genera la situación creada con relación a la 
ocupación, fundamentalmente, de los lugares de trabajo. 


En segundo lugar, queremos establecer que a pesar de las apariencias, algunas 
afirmaciones hechas por el señor Presidente no parecen tener asidero en la realidad. El hecho de 
vincular la ocupación de los lugares de trabajo o la eventualidad de la ocupación de los lugares de 
trabajo con una disminución de las inversiones en el país, no parece responder a los números. Las 
inversiones en el país, sobre todo de capitales extranjeros, han aumentado sensiblemente en estos dos 
años, a pesar de no tener vinculación directa alguna con la derogación del decreto que disponía la 
desocupación de los lugares de trabajo mediante el uso de la fuerza pública. 


En tercer término, creo que es importante señalar que esa preocupación que hemos 
expresado aquí todos los integrantes de la Comisión, también es compartida por el señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, como bien lo han dicho algunos señores Senadores preopinantes. Sin 
embargo, es menester señalar que esa preocupación ha generado que el Ministro inscriba este tema 
en lo que ha sido una estrategia tripartita de abordaje en materia de las relaciones laborales que 
nosotros, como integrantes de la Bancada oficialista, estimamos sumamente pertinente. Es conocida la 
vieja discusión que existe entre la conveniencia de una regulación autónoma o heterónoma en materia 
de relaciones laborales. 


En este estado particular de la situación, creemos que la regulación autónoma -es decir, la 
que puedan convenir las partes entre sí- es altamente conveniente, más allá de reconocer las 
dificultades que conlleva. En el marco del “Compromiso Nacional: por el Empleo, los Ingresos y las 
Responsabilidades” -siempre reitero que debemos tener en cuenta las responsabilidades de todos, del 
Gobierno, de los empresarios y de los trabajadores-, los empresarios y trabajadores están avanzando, 
con dificultad, en la elaboración de esta ley de negociación colectiva que comprendería, como uno de 
sus capítulos, la situación de las ocupaciones. 


En definitiva, todos estamos preocupados y desde hace un tiempo el Gobierno se está 
ocupando del tema. ¡Bienvenida sea -valga la paradoja- la ocupación por parte de la Comisión de este 
asunto de las ocupaciones! En ese sentido, creo que la visita del señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social contribuirá al mejor desarrollo de todas estas ideas que hemos estado exponiendo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Sugiero que junto con la invitación, se le remitan los insumos que tenemos en 
la Comisión respecto de esta temática. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que es de orden que venga el señor Ministro. Después de su visita, 
podremos evaluar si elaboramos una legislación autónoma o si la incorporamos al proyecto de 
convenios colectivos. En principio, algunos somos de la idea de que en esta última iniciativa se 
establezca una norma subsidiaria que permita destrabar la situación generada cuando las partes no 
pactan. Esa disposición deberá tutelar, con equilibrio, los aspectos relativos a los derechos de huelga, 


del trabajo, de libertad, de propiedad, esto es, todos aquellos que, de una u otra forma, están 
implicados. 


Por otro lado, deseo advertir que correr en estos temas, muchas veces puede generar 
situaciones conflictivas que aspiramos no sucedan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo aclarar que no dije que esto haya disminuido la inversión, sino que 
conspira en su contra. 


De acuerdo con lo manifestado en Sala, invitaremos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social para el próximo martes -naturalmente, en el supuesto de que pueda concurrir ese día- y le 
remitiremos los proyectos que obran en la Comisión junto con la versión taquigráfica de la sesión de 
hoy. 


SEÑOR MOREIRA.- Se señaló que en esto cumple un rol fundamental el Ministerio del Interior. 
Entonces, si bien no es en esa órbita en la cual se está diseñando un proyecto de ley sobre este 
asunto, de todos modos pienso que sería oportuno conocer la opinión de la señora Ministra del Interior. 
Pensemos que esto no sólo ha generado problemas al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a los 
trabajadores y a los empresarios, sino también al propio Ministerio del Interior. Recordemos cuando el 
ex Ministro del Interior, doctor José Díaz, llamó telefónicamente al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia por el tema de DANCOTEX; problema que todavía se prolonga en el tiempo -ocho o nueve 
meses- y, aparentemente, no tiene indicios de solución. En lo que me es personal, en mi departamento 
he sentido hablar acerca de algunas consecuencias sobre este tema, ya que afecta a una empresa 
importante, en una situación crítica y con un número significativo de trabajadores afectados por este 
tipo de situación. Entonces, me gustaría saber qué opinión le merece estos temas a la novel Ministra 
del Interior. 


SEÑOR ABREU.- Comparto la misma preocupación que el señor Senador Moreira, no ganado por la 
urgencia, sino porque este tema es de permanente actualidad, no sólo a nivel nacional, sino regional e 
internacional. El efecto contagio tiene una repercusión muy importante en un ambiente muy caldeado, 
no sólo en el relacionamiento laboral, porque también existe una tendencia fuerte en materia de 
ocupación y de enfrentamiento. 


En el caso del Uruguay, más concretamente, en el departamento de Rocha, en una fábrica en 
el puerto de La Paloma, el Poder Ejecutivo está enfrentado a una situación donde la Prefectura Naval 
será la encargada de hacer la desocupación, por jurisdicción. Entonces, si no tenemos una norma 
habilitante en este sentido, la capacidad de confrontación se potencia en forma importante. 


Creo que tenemos que avanzar lo más rápido posible en estos temas habida cuenta de que 
compartimos con el Gobierno y con la oposición una inquietud que tiene que hacerse camino dentro de 
una norma para dar cierta certeza -como decía muy bien el señor Presidente- no sólo en el tema del 
relacionamiento interno, sino también a los derechos de los trabajadores y a la inversión. Digo esto 
porque lo primero que se fija el inversor cuando va a decidir si se instala o no en un país, es en el 
mercado al que puede acceder, después qué tributos va a pagar y qué relación laboral tiene. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Entonces, para las próximas sesiones invitamos al señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social y a la señora Ministra del Interior. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el próximo martes vamos a recibir al señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social y al siguiente a la señora Ministra del Interior, quiero recordar que hay otro tema planteado, y 
nosotros aspiramos saber qué es lo que piensa el resto de los Senadores. Me refiero al pedido de 
desafuero del señor Senador Amaro, que ya ingresó a la Cámara de Senadores, y por la información 
de que disponemos, va a ser remitido a esta Comisión. En tal sentido, aspiramos a que la Comisión lo 
estudie con el tiempo necesario, porque el Senador Amaro se merece que el Senado se pronuncie con 
cierta prontitud y no que se demore meses sin saber qué es lo que va a ocurrir. Entonces, parecería 
lógico que ya sea en los meses de abril o mayo podamos tener un pronunciamiento. Por la información 


de que disponemos, sabemos que el material enviado por el Poder Judicial es bastante vasto, 
voluminoso. 


Por consiguiente, más allá de que el próximo martes la Comisión reciba al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social y en la sesión siguiente a la señora Ministra del Interior, tendríamos que 
acordar un procedimiento de trabajo, aunque realmente no se cuál puede ser; por lo tanto, es un 
asunto sobre el que deberíamos conversar. Además, creo que sería lógico que en algún momento esta 
Comisión reciba al señor Senador Amaro, si él lo considera necesario. No me parece bien que mientras 
el país está pensando en qué es lo que va a pasar con un Senador sobre quien recae un pedido de 
desafuero, nosotros estemos desde ahora hasta mayo comprometidos con otros temas. 


Creo que esto no es justo para el propio Senador Amaro. Entonces, no sé si se podrá fijar un 
régimen especial; tal vez podamos pensar el tema y el próximo martes, antes de recibir al Ministro, 
pactar un procedimiento. Incluso, sin comprometer la palabra a nadie -porque todavía no vimos el 
expediente-, sería bueno tener una idea de cuándo podríamos estar llevando este tema al Senado. 
Además, parecería lógico que, ni bien entre el expediente a esta Comisión y sin esperar al próximo 
martes, se pudiera remitir un juego de todos los antecedentes a cada uno de los Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos compartimos las apreciaciones del señor Senador Michelini. 
El tema merece una sustanciación en la Comisión y hay que darle la oportunidad, al señor Senador 
Amaro, de que comparezca en este ámbito, porque seguramente va a tener algo para decir y quizás 
hasta pueda aportar alguna prueba. También estoy de acuerdo en que no nos podemos ir demasiado 
lejos en el tiempo, porque esto no le haría bien al Poder Legislativo, al Poder Judicial ni al sistema. De 
manera que, si hay acuerdo, haríamos las consultas con los integrantes de la Comisión en esta 
semana para ver si podemos establecer un procedimiento especial. 


SEÑORA PERCOVICH.- Sobre el último punto del orden del día, que quedó suspendido el año 
pasado, en el proceso habíamos recibido a una delegación del Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, a los Magistrados -que luego nos enviaron propuestas- y al Movimiento Familiar Cristiano. 
Nosotros trabajamos en enero y febrero con estos actores, que habían hecho propuestas de 
modificación, e introdujimos algunos cambios. Por ese motivo traje en el día de hoy un comparativo 
entre el original y las modificaciones propuestas, de acuerdo con las sugerencias planteadas por el 
INAU y los Magistrados. 


Además, tengo algunos materiales sobre los cursos que, con el apoyo del PNUD, se están 
realizando para la capacitación de todos los actores del Poder Judicial respecto a las normas del 
Código de la Niñez y la Adolescencia que tienen por objeto evitar el tráfico de niños, etcétera. Estos 
cursos están a cargo del Centro de Estudios Judiciales del Uruguay (CEJU), del INAU, del Ministerio 
del Interior y del Ministerio de Salud Pública. 


De manera que voy a solicitar a la Secretaría que haga llegar estos materiales a todos los 
integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 59 minutos) 
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